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I. Relación de los hechos principales expuestos por las partes 

intervinientes en el procedimiento. 

 

1. Con fecha 19 de marzo de 2014, el señor Víctor Marroquín Rengifo (en 

adelante, el denunciante), interpuso denuncia ante la Comisión de 

protección al consumidor del INDECOPI, contra Banco Continental (en 

adelante, el denunciado) por presuntas infracciones a la Ley N° 29571 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

El denunciante alega los siguientes hechos: 

a. El 19 de diciembre de 2013, cursó una carta al denunciado, solicitando 

información sobre dos créditos Vehiculares que mantiene con el 

denunciado; motivo por el cual, el denunciado con fecha 24 de enero 

de 2014 solicitó una prórroga de 20 días, siendo así que, es hasta el 13 

de febrero de 2015 que cumple con atender dicho requerimiento de 

información, atención la cual el denunciante considera fue 

extemporánea. 

b. Además, alega que dicha atención no fue brindada de manera completa 

ya que el denunciado omitió informar sobre lo siguiente:  

 La Tasa de costo efectivo Anual (en adelante, TCEA), que aplica a 

sus créditos y, 

 Por qué no se indicó la TCEA en la hoja de resumen. 

c. Así mismo, de la carta de respuesta cursada en dicha fecha, el 

denunciante se habría percatado que se estaría aplicando a ambos 

créditos vehiculares un sistema de amortización de pago (francés) el 

cual no le fue informado en su oportunidad, el mismo que le resultaría 

oneroso y perjudicial. 

 

Como medios probatorios presentó: 

(i) Carta dirigida a BBVA de fecha 19/12/2013 

(ii) Carta de BBVA de fecha 24/01/2014 

(iii) Carta de BBVA de fecha 13/02/2014 

 

Como petitorio solicitó: 

(iv) Se efectúe una nueva liquidación de ambos créditos vehiculares, 

(v) Las medidas correctivas que el caso amerite, 

(vi) El pago de las costas y los costos del procedimiento.   

 

2. Una vez admitida a trámite la denuncia, se le concede 05 días al 

denunciado para que presente sus descargos, los mismos que fueron 

presentados dentro del plazo solicitando a la Comisión que el presente 

proceso sea desestimado.   

Alegando los siguientes hechos: 

a. Con la relación a la extemporaneidad de la respuesta brindada, 

manifiesta que no existe norma expresa que establezca un plazo para 



la atención de los requerimientos de información, pese a ello, la carta 

enviada por el denunciante habría sido atendida dentro de un plazo 

razonable teniendo en cuenta la complejidad de la misma. 

b. Así mismo, con relación a no haber atendido de manera completa el 

requerimiento de información, se indica que ello es totalmente falso ya 

que el denunciante tendría conocimiento de la TCEA, ya que esta fue 

consignada en los documentos que suscribió y recibió al momento de 

firmar los contratos de ambos créditos vehiculares, lo cual, es lo que 

realmente importa, por otro lado, no considera relevante el indicar el 

motivo de no haber consignado la TCEA en la hoja de resumen ya que 

esto no guarda relación con la realidad. 

c. Con respecto a la información no brindada sobre el sistema de 

amortización, manifiesta que esto se le habría comunicado al 

denunciante antes de contratar ambos créditos vehiculares, y al 

momento de estructurar los cronogramas de pago en su presencia. 

Además, refiere que nos encontraríamos frente a un cliente 

especializado y no a un cliente promedio, ya que tiene dominio de los 

términos técnicos correspondientes a sistemas de amortización, lo cual 

le permitieron en su oportunidad conocer cuál era el sistema que se le 

venía aplicando. 

Por ultimo hace referencia que la norma no requiere precisar 

información con relación a la nomenclatura del sistema de amortización 

empleado, pero si a brindar información relevante, lo cual si se habría 

dado. 

Como medios probatorios presentó: 

(i) Carta de BBVA de fecha 24/01/2014 

(ii) Carta de BBVA de fecha 13/02/2014 

 

 

II. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente. 

 

1. Con relación a la presunta infracción de los Art. 1 numeral 1.1 literal b) y 

el Art. 2 numeral 2.2 de la Ley N° 29571, en la medida que el denunciado 

habría atendido de manera extemporánea el requerimiento de 

información presentado con fecha 19 de diciembre del 2013. 

En este punto, se debe tener en cuenta que, si bien, tal como alega el 

denunciante el requerimiento de información habría sido atendido de 

manera extemporánea, también se debe considerar lo alegado por el 

denunciado, quien menciona, no existiría una norma expresa que 

establezca el plazo de atención para los requerimientos de información 

manifestando además haber atendido el mismo dentro de un plazo 

razonable. Es por ello que la comisión de protección al consumidor 

considera lo siguiente:  



a. Según lo estipulado por la circular G-146-2009, norma que regula el 

servicio de atención a los usuarios de empresas supervisadas por la 

SBS y AFP para la atención de reclamos, el plazo que otorga de 30 

días para la atención de reclamos, también sería de aplicación para 

las solicitudes de información. 

b. Así mismo, hace mención a la Resolución Final N° 1495-2013/SPC-

INDECOPI del 10 de junio del 2013, que señala que, para los casos 

de requerimientos de información, el plazo para dar respuesta debe 

ser analizado teniendo en consideración el grado de complejidad y 

antigüedad de lo que haya sido solicitado, ello sin que dicho análisis 

implique una afectación al derecho de los consumidores.  

 

Es decir que los 56 días que se tomó la denunciada para la atención del 

requerimiento de información presentado por la denunciante resultan 

dentro de un plazo razonable, y atienden los criterios de razonabilidad y 

proporcionalidad para la atención de un requerimiento de información tan 

extenso. 

 

Ahora bien, debemos tener en cuenta que, la información genera 

certidumbre y facilita el comportamiento del consumidor permitiéndole 

conocer sus derechos y obligaciones; y, prever posibles contingencias y 

planear determinadas conductas. Sin embargo, ello no significa que los 

proveedores estén obligados a brindar todo tipo de información a los 

consumidores bajo el derecho a la información señalado, pues ninguna 

ley ampara el abuso de derecho.”1 

 

2. Presunta infracción de los Art. 1 numeral 1.1 literal b) y el Art. 2 numeral 

2.1 y 2.2 de la Ley N° 29571, en la medida que el Denunciado habría 

atendido de manera incompleta el requerimiento de información del 19 

de diciembre del 2013. 

Si bien, debemos partir de la idea de que el derecho a la información que 

poseen los consumidores, en el marco de una economía social de 

mercado, constituye uno de los derechos más importantes, debido a que 

a través de su ejercicio, éstos cumplen su función económica de ordenar 

el mercado, premiando con su elección a las empresas más eficientes y 

orientando las prácticas productivas en función a sus preferencias”2. 

En el presente caso en particular se manifiesta que dicha información 

habría sido brindada de manera incompleta, ya que no solo no se le habría 

informado al denunciante sobre la TCEA que aplican a sus créditos, sino 

que tampoco se le habría informado el motivo de porque no se consignó 

dicha información en la hoja de resumen; con relación a la primera 

alegación, esta queda desvirtuada en tanto se puede corroborar de la 

                                                             
1 http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/proteccion-consumidor.seam 
2http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/proteccion-consumidor.seam 



carta de fecha 13 de febrero del 2014, que en ella figura dicha tasa, ya 

que se consigna que la misma es del 10.35% anual, reiterando además, 

que dicha información figuraba en la hoja de resumen entregada al 

momento de contratar por ambos créditos vehiculares. 

Por otro lado, con relación a la segunda alegación, el denunciante no 

adjunto medio de prueba que respalde lo antes señalado, pretendiendo 

aquí que el denunciado se pronuncie sobre un hecho que para este no ha 

ocurrido en la realidad ya que en todo momento niega ello e informa que 

dicha información fue consignada en la hoja de resumen, pero tampoco 

presentando prueba alguna, pese a ser requerido por el INDECOPI. 

Actualmente ya el INDECOPI se ha pronunciado al respecto manifestando 

que “existen supuestos en los que la información se encuentra en 

posesión del propio consumidor o este se encuentra en mejor posición de 

poseerla, por ejemplo, a través de documentos entregados por el 

proveedor al momento de entablar la relación de consumo; o, cuando la 

información requerida es ajena al producto adquirido o a los servicios 

ofrecidos o contratados, tal como, información propia de la organización 

de la empresa; situaciones en las que el proveedor podría eximirse de su 

obligación de brindar la información solicitada, sin que ello implique su 

exoneración de brindar una respuesta formal.” 3 

 

3. Presunta infracción de los Art. 18 y 19 de la Ley N° 29571, en la medida 

que el Denunciado estaría aplicando el sistema de amortización francés 

en los préstamos de la accionante. 

En este extremo de la denuncia podemos referir que el denunciante alega 

un supuesto desconocimiento del sistema de amortización de pago, claro 

está, partiendo del hecho de desconocer la nomenclatura de este, por lo 

que al referir que no fue informado sobre dicho sistema de amortización 

el INDECOPI requiere al denunciado demuestre haber informado este 

hecho de manera oportuna, a través de los contratos firmados u otro 

documento, pero independientemente de analizar la nomenclatura o la 

metodología del sistema de amortización de pagos, terminan multando al 

denunciado en vista de no haber cumplido con presentar medio probatorio 

alguno. 

En la actualidad conforme se puede revisar de los lineamientos de 

protección al consumidor del 2019, que aun cuando las entidades 

financieras omitan informar el nombre del sistema de amortización 

aplicable al producto del usuario, tienen el deber de otorgarle toda 

información relevante sobre la metodología con la que se realizará la 

imputación de sus pagos.  

 

                                                             
3 http://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/proteccion-consumidor.seam 



III. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los 

problemas jurídicos identificados. 

 

1. Resolución Final N° 1001-2014/CC1 de la Comisión de Protección al 

Consumidor:   

Me encuentro conforme al extremo de la resolución que desarrolla la 

extemporaneidad, ya que la comisión no solamente refirió que el plazo 

que se establece para la atención de requerimientos es el mismo que para 

la atención de reclamos, sino que va mas allá y refiere que los 

requerimientos de información deberán ser atendidos en un plazo 

razonable, atendiendo la antigüedad y la complejidad de la información 

solicitada. 

 

Por otro lado, con relación a haber declarado fundada la denuncia al no 

haber atendido de manera completa el requerimiento de información, en 

el extremo de no informar sobre ¿porque no se consignó la TCEA en la 

hoja de resumen?, no me encuentro conforme, esto debido a que, aquí se 

pretende que sea el denunciado quien presente medio de prueba que 

corrobore lo alegado por el denunciante, debiendo entenderse de que si 

bien en los procedimientos del INDECOPI existe la prueba dinámica, no 

se puede pretender que sea el denunciante quien demuestre algo, que 

alega en todo momento, no ha ocurrido, independientemente del hecho 

de que debería ser el denunciante quien presente dicho medio probatorio 

ya que este también se encuentra en posición probatoria para hacerlo, ya 

que dicho documento le fue entregado al momento de contratar.  

 

Y finalmente con relación al sistema de amortización de pagos estoy de 

acuerdo con el pronunciamiento ya que, si bien no corresponde sancionar 

al denunciado por el hecho de no haber informado sobre la nomenclatura 

del sistema de amortización de pagos, lo que sí es relevante, es verificar 

si el denunciado habría cumplido con informar sobre la metodología del 

sistema de amortización de pagos, lo cual se puede corroborar con los 

cronogramas de pago, documento que no habría cumplido con presentar 

el denunciado por lo que considero le corresponde la sanción impuesta. 

 

2. Resolución N°1659-2015/SPC-INDECOPI, de la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor:   

Me encuentro conforme con la resolución la cual ha revocado la sentencia 

apelada en el extremo de no haber atendido de manera completa el 

requerimiento de información al no haber informado ¿por qué no consignó 

la TCEA en la hoja de resumen?, esto debido a que el denunciado en todo 

momento manifestó que dicho hecho era falso, y que, si habría 

consignado la TCEA en la hoja de resumen, no pudiéndose pronunciar 

por un hecho que alega nunca sucedió. 



 

Y con relación al sistema de amortización de pagos como antes ya lo he 

mencionado estoy de acuerdo con este extremos ya que, si bien no se 

debió sancionar al denunciado al no informar sobre la nomenclatura del 

sistema de amortización de pagos ya que esto es irrelevante al momento 

de contratar, lo que sí es relevante es haberle informado sobre la 

metodología de pago lo cual se puede corroborar con los cronogramas, 

por lo que, el denunciado al no haberlos presentado como medio de 

prueba le corresponde la sanción. 

 

IV. Conclusiones 

A manera de conclusión quisiera manifestar que la presente denuncia está 

basada en requerimientos de información excesivos, ya que tal como 

alega la denunciada, el accionante tuvo oportunidad de conocer dicha 

información, ya sea al momento de contratar, de aceptar el cronograma 

de pagos, e incluso al realizar progresivamente los pagos de los créditos 

otorgados, motivo por el cual se puede considerar el hecho de que, en el 

presente caso existiría un abuso de derecho por parte del consumidor. 

 

Por eso logro concordar con la decisión de Comisión sobre la atención 

extemporánea del requerimiento de información, ya que no solo se debe 

tener en cuenta el plazo legal otorgado (30 días), o la posible prorroga, 

sino que este plazo debe ser analizado teniendo en consideración el grado 

de complejidad y antigüedad de la información solicitada. 

 

Así también, con relación a la atención incompleta del requerimiento de 

información, al no haber informado sobre la TCEA, a mi criterio, si lo 

analizamos, ya sea desde la perspectiva de un consumidor medio u 

ordinario, o un consumidor razonable como manifiesta el INDECOPI, en 

ambos casos es de total responsabilidad del consumidor el acceder a 

dicha información ya que la misma es trascendental al momento de pedir 

un crédito, ya que eso le va a permitir entender el pago de las cuotas 

mensuales reales a realizar, teniendo en cuenta además que en el caso 

en concreto este requerimiento de información fue ingresado 06 meses 

después de solicitado el crédito, tiempo suficiente que tuvo el cliente para 

poder pedir dicha información, y no esperar hasta no poder cumplir con 

sus obligaciones. 

 

Y finalmente considero que, el hecho de alegar el no haber sido informado 

sobre la nomenclatura que tendría el sistema de amortización de pagos 

de ambos créditos, es irrelevante, coincidiendo en lo manifestado en el 

voto en discordia del comisionado José Ricardo Wenzel Ferrada, quien 

manifiesta que es la misma comisión quien con anterioridad ha señalado 

que, al margen del nombre o clasificación que corresponda al sistema de 

amortización que utilizan las entidades financieras para la imputación de 



los pagos efectuados por sus clientes, la información relevante para el 

consumidor respecto del sistema de amortización a emplear por la misma, 

está constituida por la metodología de amortización y no por el nombre de 

esta; lo cual actualmente podemos contrastar también en los 

Lineamientos de Protección al Consumidor 2019. 
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